HOMICIDIO CULPOSO   
RADICACIÓN: 660016000035201401464-01

PROCESADO: CTGZ
SE REVOCA Y CONDENA 
S. N°002 


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
HOMICIDIO CULPOSO / CONCURRENCIA DE CULPAS O CONCURSO DE HECHOS CULPOSOS INDEPENDIENTES / NO SE COMPENSAN EN EL DERECHO PENAL / DOBLE CONFORMIDAD / RECUENTO DE LA LÍNEA JURISPRUDENCIAL / POSIBILIDAD DE APELAR LA CONDENA AUNQUE SE IMPONGA POR PRIMERA VEZ EN SEGUNDA INSTANCIA / CAMBIO DE CRITERIO.
De conformidad con todo lo expuesto, el Tribunal puede asegurar que en el asunto en ciernes no se puede pregonar una culpa exclusiva de alguno de los dos conductores involucrados en la escena criminosa, sino una culpa compartida de parte de ambos porque tanto el conductor de la buseta como el motociclista que perdió la vida aportaron imprudencias concurrentes que dieron lugar al resultado antijurídico.

El denominado “concurso de hechos culposos independientes” -diferente a la discutida doctrinariamente “complicidad” en el delito culposo-, tiene ocurrencia cuando varios individuos contribuyen a producir un resultado dañoso sin tener conocimiento de la actividad de los demás, como en el clásico ejemplo de la colisión de dos vehículos, uno en contravía y el otro a exceso de velocidad, con consecuencias de afectaciones mutuas. Se trata de conductas culposas independientes pero coincidentes, en donde CADA CUAL DEBE RESPONDER POR SU PROPIA CULPA y, por tal razón, ninguna de ellas se compensa, al menos penalmente.

No obstante su carácter accesorio a la acción penal, la estimación de la responsabilidad civil sí puede verse reducida o compensada parcialmente por el posible incremento del riesgo permitido a raíz de otra conducta irreglamentaria que origina “un mayor daño”. De demostrarse que en realidad se omitieron medidas de protección que ocasionaron un plus en el riesgo propio de la actividad peligrosa, se debe ser consecuente con esa realidad dado que en tales condiciones no sería justo cargar todo el rigor indemnizatorio a uno solo de quienes hicieron su aporte parcial al resultado.

… en principio esta Sala era del criterio que cuando se revocaba un fallo absolutorio de primera instancia y en su lugar se declaraba la responsabilidad penal del acusado, se debía dar aplicación al tercer inciso del artículo 176 del CPP, en lo relativo al recurso de apelación que eventualmente podía ser interpuesto contra esa decisión…

Tal criterio fue modificado por la mayoría de los magistrados que integramos esta Corporación… en atención a lo dispuesto por la H. Corte Suprema de Justicia Sala Penal en providencias  48012 de julio 12 de 2016 y 47716 de diciembre de 2017, entre otras, razón por la cual solo se concedió de ahí en adelante el recurso extraordinario de casación frente a la primera sentencia de condena que en segunda instancia se profiriera por parte de este Tribunal.

Esa posición mayoritaria se ha mantenido hasta la fecha. No obstante, a la hora de ahora y con ocasión de un reciente fallo del órgano de cierre en materia penal, nos referimos a la sentencia 44564 de diciembre 5 de 2018, por medio de la cual se estableció que el procesado tenía derecho a impugnar la primera sentencia condenatoria, entiende el Tribunal que se ha presentado un giro en la línea jurisprudencial que al respecto se tenía…
En el referido fallo dictado en sede de casación se activó el ejercicio de la impugnación especial por medio de un procedimiento transitorio -cuyo trámite a seguir quedó allí establecido-, y se señaló igualmente que esa garantía opera a favor de quien es declarado responsable “al margen la instancia en que fue condenado”, lo que da entender que el mismo sería aplicable a casos como el presente, donde se ha revocado la sentencia absolutoria de primera instancia que se dictó para el comprometido CTGZ, por lo cual se considera que en el caso sub examen la defensa del procesado estaría habilitada para interponer el recurso de apelación especial contra la determinación adoptada por esta Colegiatura, tal como se dispondrá en la parte resolutiva de esta providencia.
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	Procedencia:
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	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la Fiscalía  y el apoderado de víctimas contra la sentencia absolutoria de fecha diciembre 06 de 2016. SE REVOCA Y CONDENA.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- Los hechos materia de investigación fueron plasmados por el a quo en la sentencia objeto de impugnación de la siguiente manera:

“El día 31 de marzo de 2014 a las 5 y 40 horas en la vía que de “Cerritos” conduce a esta ciudad se presentó un accidente de tránsito, viéndose involucrados una buseta de servicio público y una motocicleta conducida por el señor CRISTIAN DAVID GARCÍA MONTOYA quien perdió la vida en dicho siniestro. El vehículo de servicio público lo guiaba el señor CTGZ”.

1.2.- Como consecuencia de lo anterior y una vez desarrollado el programa metodológico de investigación, a instancia de la Fiscalía se llevaron a cabo las audiencias preliminares ante el Juzgado Séptimo Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (diciembre 5 de 2014), por medio de las cuales se imputó autoría en el punible de homicidio culposo de conformidad con lo establecido en el artículo 109 C.P.; cargo que el indiciado NO ACEPTÓ. 

1.3.- Ante ese no allanamiento al cargo imputado, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación (diciembre 16 de 2014) cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira, autoridad que convocó para las audiencias de formulación de acusación (mayo 08 de 2015), preparatoria (julio 22 de 2015), y juicio oral (abril 21 de 2016), para posteriormente emitir sentido de fallo de carácter absolutorio (agosto 12 de 2016), y proferir en diciembre 06 de 2016 la respectiva sentencia.

Para llegar a la anterior determinación, el a quo indicó que si bien es cierto el acusado quiso orillar su carro y detenerlo para recoger un pasajero, no es cierto que dicha maniobra hubiese estado precedida de la violación de las normas de tránsito o que actuó con imprudencia, en tanto el policial JHON JAIRO RIVERA afirma no haber visto señales prohibitivas por donde se desplazaba el microbús que le impidieran recoger o descargar pasajeros, ni observó huellas de frenada que permitieran suponer una velocidad irreglamentaria o una parada súbita del autobús. Tampoco se acreditó la velocidad de los vehículos al momento del hecho, que el microbús se hubiera detenido completamente, que hubiera frenado de forma intempestiva  o que no accionara las luces direccionales para advertir que se detendría o viraría a la derecha.

Lo que se aprecia es que CRISTIAN GARCÍA no guardó la distancia prudente respecto del carro que iba adelante, por lo cual pudo originarse el accidente, en tanto quien marcha atrás es quien debe estar atento a cualquier situación intempestiva lo cual es de cotidiano ocurrencia en una vía congestionada como la de Pereira-Cerritos.

Se infiere en este caso -asegura el a quo- la responsabilidad del conductor de la motocicleta quien venía detrás del microbús, ya que la Fiscalía no comprobó una parada súbita del carro, fuera de las reglas de tránsito, y estima que la velocidad de la moto debió ser alta, pues de lo contrario una distancia prudencial entre un vehículo y otro hubiera bastado para evitar la colisión. Y si se desplazaba a unos 50 km/h debía conservar una distancia mínima de 20 metros como lo establece el Código de Tránsito.
En este caso a raíz de la magnitud de los daños sufridos por ambos vehículos, así como la severidad de las lesiones del afectado que le ocasionaron su deceso, llevan a pregonar que solo él fue el causante de su propia muerte y para el conductor de la buseta lo acontecido devino en un “caso fortuito” ante la exclusiva responsabilidad de la víctima.
1.4.- El fiscal y el apoderado de las víctimas no estuvieron conforme con esta determinación y manifestaron que la apelarían por escrito dentro del lapso de ley.

2.- Debate

2.1.- Fiscal -recurrente-

Solicita se revoque el fallo absolutorio y en su reemplazo se profiera uno de carácter condenatorio, con fundamento en lo siguiente:

Insiste en que la prueba arrimada a juicio no lleva a la convicción que la colisión se presentó por exceso de velocidad de la víctima, por cuanto: (i) esa supuesta velocidad no está probada, es solo una suposición; (ii) en juicio se acreditó que el conductor del microbús sí pretendió recoger un pasajero y con ello ejerció no solo una actividad que puso en riesgo los demás vehículos que por allí transitaban, sino que vulneró normas de tránsito; y (iii) sin esa maniobra de riesgo el resultado no se hubiera producido, así la moto se desplazara a alta velocidad, la cual no fue demostrada, y aunque eso se quiso insinuar por algunos testigos, ello no es concluyente y carecen de soporte científico o demostrable, por lo que no puede concluirse que el motociclista iba a 50 o 70 km/h, incluso el mismo perito físico de la defensa no pudo respaldar sus apreciaciones en tal sentido, por lo cual no podía determinarse que ese supuesto exceso de velocidad  de la víctima fue la causa exclusiva de la colisión y de su muerte.

Por el contrario, el detenerse la buseta en forma intempestiva, además de ser una maniobra inapropiada y en lugar prohibido, fue acreditado en juicio con lo siguiente: (i) informe de tránsito donde se establece que la buseta se detuvo o frenó repentinamente sin causa justificada; (ii) las fotografías que evidencian la forma como quedaron los rodantes determinan que la buseta hizo un pare inadecuado, al no hacerlo sobre la berma, sino en gran parte de la calzada donde transitaban vehículos; (iii) la causa injustificada referida en el informe la constituye el hecho que dicho vehículo no podía parar o detener la marcha allí para recoger pasajeros, pues no estaba ubicado en el sitio un paradero o sitio destinado para ello, sino unos metros más adelante.

Con tal actividad el conductor de la buseta además del riesgo que generó esa imprudencia para los demás usuarios, vulneró los artículos 55, 65 y 91 del Código de Transito. Y frente a esta última norma es evidente que los paraderos establecidos para dejar o recoger pasajeros no solo hacen referencia a los ubicados en la zona urbana, sino en las vías rurales, nacionales o intermunicipales, la cual no está librada al azar o a voluntad de los conductores como lo insinuó el policial JHON RAMÍREZ, por cuanto estas paradas deben estar acompañadas de una posición de seguridad que implica una ausencia de riesgo para personas o vehículos.
La acción del acusado fue determinante para que el motociclista, cualquiera fuera su velocidad -lo que no se demostró-, colisionara con la buseta y falleciera, por lo cual debe emitirse fallo condenatorio.

2.2.- Apoderado de víctimas -recurrente- 
Solicita se revoque la decisión emitida y en su lugar se profiera un fallo de condena contra el procesado, lo que fundamenta en lo siguiente:

Aunque la primera instancia da por sentado y probado que el motociclista se desplazaba a alta velocidad y que no guardaba la distancia pertinente, ello está alejado de la realidad procesal al ser simples conjeturas, pues lo que sí es claro y de lo que hay prueba en el plenario, es que el piloto de la buseta se detuvo intempestivamente, frente a lo cual basta apreciar las fotografías del personal de criminalística que atendió el caso, desprendiéndose de ello que el actuar imprudente del procesado produjo la acción eficiente para lograr el resultado típico como fue la muerte. Así mismo, es incontrovertible que el referido conductor violó el deber objetivo de cuidado, pues no se orilló para recoger el pasajero y todo indica, de conformidad con la posición del rodante, que paró abruptamente.
La defensa hizo comparecer a juicio a un perito físico, quien un año después del hecho estimó algunas cosas, pero no probó su teoría respecto de la velocidad del motociclista, y la fórmula matemática utilizada por sí sola no es concluyente, simplemente se trata de una aproximación al no haber método científico para determinar la misma, e igualmente las condiciones temporo-espaciales fueron muy distintas a las existentes para el momento del acontecimiento.  
Tal velocidad tampoco pudo ser definida por el policial que hizo presencia en el sitio, quien si bien expresó que el conductor luego de buscar su posición de seguridad podía recoger pasajero, ello fue precisamente lo que acá no sucedió, pues la buseta frenó repentinamente sobre el carril que transitaba.
Aduce que el actuar imprudente de CTGZ al frenar intempestivamente para escoger pasajeros en una zona de pare improvisada, fue la causa eficiente que desencadenó la muerte de CRISTIAN DAVID GARCÍA, y en consecuencia la prueba arrimada al caso no fue apreciada y valorada como debía ser, en tanto la velocidad que aduce el a quo es una mera conclusión sin sustento probatorio al no existir testigos de visu, dado que al llegar las autoridades al lugar del siniestro ya no había ninguno de los pasajeros en el microbús.

2.3.- Apoderado del acusado -no recurrente-
Pide se confirme la decisión emitida por el funcionario de primer nivel, por lo siguiente:

Los argumentos de los recurrentes se fincan en una supuesta maniobra de frenado intempestivo por parte de CTGZ, e igualmente en que no se acreditó un exceso de velocidad del motociclista, pues según su esposa, no corría, era cuidadoso, pero ella no se desplazaba con él al momento del hecho para que pudiera servir de prueba.

Aunque del informe policial se advierte que no se registró huella de frenado por el piloto de la buseta, de la cual pudiera establecer que hubiera realizado un frenado intempestivo, no se entiende como la Fiscalía renunció a los testimonios de los policiales que realizaron el programa metodológico, el cual  concluía que la causa del accidente fue el no conservar la distancia de seguridad por el hoy occiso, o del perito de tránsito que realizó la inspección a los vehículos. En su sentir, tal renuncia obedeció a que con esos testigos se desvirtuaría la teoría del caso del ente acusador.

El ente acusador solo analizó la causa del accidente por una presunta frenada intempestiva, de lo cual no hay sustento probatorio y dejó de lado la única causa del hecho, lo que no le convenía para su teoría, en tanto de sus mismos testigos se advierte que la responsabilidad solo recayó en el hoy occiso, quien colisionó con la buseta y ello implica que conducía detrás de dicho vehículo por el mismo carril sin conservar la distancia mínima de seguridad permitida y a exceso de velocidad.
Y es que los daños de la buseta y las lesiones de CRISTIAN DAVID enseñan que se desplazaba a más de 50 km/h, lo que concluye tanto el policial RAMÍREZ CARDONA, como el médico que le practicó la necropsia al cadáver MONTOYA ZAPATA.  
Estima por tanto que el fallo adoptado refleja la realidad procesal, esto es, que la responsabilidad del trágico hecho recae exclusivamente en la víctima.

2.4.- Debidamente sustentado el recurso, el funcionario de primer nivel lo concedió en el efecto suspensivo y dispuso la remisión de los registros pertinentes ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada. 
3.- Para resolver, se considera
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906/04 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la Fiscalía y el apoderado de víctimas-.

3.2.- Problema jurídico planteado

Se contrae básicamente a corroborar el grado de acierto de la providencia de primer grado en cuanto absolvió al señor CTGZ por la conducta de homicidio culposo en contra del ciudadano CRISTIAN DAVID GARCÍA MONTOYA; o si, por el contrario, obran pruebas que corroboran la responsabilidad del acusado en este caso, como lo pregona los recurrentes. 

3.3.- Solución a la controversia

No se vislumbra, ni ha sido tema objeto de controversia, la existencia de algún vicio sustancial que pueda afectar las garantías fundamentales en cabeza de alguna de las partes e intervinientes, o que comprometa la estructura o ritualidad legalmente establecidas para este diligenciamiento, en desconocimiento del debido proceso protegido por el artículo 29 Superior.

Igualmente se avizora de entrada, que las pruebas fueron obtenidas en debida forma y las partes confrontadas tuvieron la oportunidad de conocerlas a plenitud en clara aplicación de los principios de oralidad, inmediación, publicidad, concentración y contradicción.

De conformidad con lo preceptuado por el artículo 381 de la Ley 906/04, para proferir una sentencia de condena es indispensable que al juzgador llegue el conocimiento más allá de toda duda, no solo respecto de la existencia de la conducta punible atribuida, sino también acerca de la responsabilidad de las personas involucradas, y que tengan soporte en las pruebas legal y oportunamente aportadas en el juicio.

Como se dijo, la razón que motiva el examen de la sentencia absolutoria proferida por el funcionario de primer grado a favor del señor CTGZ, no es otra que establecer si en los hechos en los cuales perdió la vida el ciudadano CRISTIAN DAVID GARCÍA MONTOYA le asiste responsabilidad al hoy acusado, como lo indican Fiscalía y apoderado de víctimas, en su condición de sujetos recurrentes; o si, como lo expresa la defensa y se extrae de lo plasmado por el a quo en el fallo confutado, lo que acá se presentó fue una culpa exclusiva de la víctima.

De la situación fáctica esgrimida se observa que en marzo 31 de 2014, a eso de las 5:40 horas, en el sector de la vía pública conocido como la “Y” de Cerritos kilómetro 9+450, más concretamente al frente del hotel “Camino Real”, se registró un hecho de tránsito entre una buseta de servicio público conducida por el señor CTGZ, y una motocicleta timoneada por el señor CRISTIAN DAVID GARCÍA quien finalmente perdió la vida tres días después de ese acontecimiento. 
La colisión en sentir de la Fiscalía y el apoderado de víctimas se dio por el hecho de que el piloto de la buseta detuvo el automotor de manera intempestiva sobre la vía por la cual se desplazaba el motociclista, para recoger un pasajero, sin guardar las debidas precauciones, ni tomar las medidas de seguridad requeridas, por lo que la víctima no tuvo posibilidad de efectuar maniobra alguna para impedir la colisión que lo afectó en su integridad personal. Contrario sensu, la defensa asegura que la colisión se originó por culpa exclusiva de la víctima al conducir sin guardar la distancia mínima exigida y con exceso de velocidad.

Para el despacho de primer nivel, la teoría de la defensa fue la que primó, en tanto del análisis probatorio se desprende que la Fiscalía no logró acreditar una tal parada súbita del microbús, e igualmente que la velocidad a la que se desplazaba el motociclista debió ser muy grande, sin guardar la distancia mínima requerida, todo lo cual se desprende de la severidad de los daños en los automotores y las lesiones ocasionadas en el cuerpo del occiso.
Para el Tribunal, los puntos centrales que ameritan dilucidación probatoria, se pueden concretar en los siguientes interrogantes: (i) ¿el hecho consistente en que la buseta conducida por el señor CTGZ se detuviera sobre el carril derecho de la vía para recoger un pasajero, creó un riesgo no permitido o lo incrementó indebidamente al impedirle reaccionar al motociclista que se movilizaba por igual carril para evitar el resultado?; y (ii) ¿de la actividad desplegada por el motociclista, al parecer por ir en exceso de velocidad y no conservar la distancia mínima permitida, se podría deducir una culpa exclusiva de la víctima; o, por el contrario, la existencia de una concurrencia de culpas?

En relación con el primer cuestionamiento, se debe indicar que en juicio y de conformidad con las pruebas válidamente arrimadas -informe policivo, declaraciones del policial JHON JAIRO RAMÍREZ CARDONA y BEDER DE JESÚS ZAPATA RAMÍREZ, y el dictamen del perito IVÁN DARÍO PÉREZ PEDRAZA-, se evidenció que en efecto la colisión presentada entre la buseta pilotada por el señor CTGZ y la motocicleta guiada por CRISTIAN DAVID GARCÍA MONTOYA se dio sobre el carril derecho de la doble calzada que de Cerritos conduce a Pereira, ello con ocasión a que la buseta estacionó con miras a recoger un pasajero, sitio por el que también transitaba el motociclista cuyo conductor no contó con la posibilidad de reaccionar ante esa maniobra intempestiva, para finalmente presentarse la colisión.

Aunque ninguno de los testigos que rindió declaración en juicio -entre los cuales se encuentra la señora SANDRA MILENA ESPINOSA OSPINA, esposa de la víctima- vio el momento exacto en que se presentó el hecho de tránsito, de la posición en la que quedaron los rodantes involucrados y que fue debidamente plasmada en el croquis levantado por funcionario adscrito a la policía de carreteras, se puede pregonar con certeza que la colisión se registró sobre la calzada derecha de la vía por la cual ambos vehículos se movilizaban momentos antes.
Pese a la carencia de esos testigos directos, de la información entregada en juicio, y conforme así se debatió en su desarrollo tanto por la Fiscalía como por la defensa, lo que se observa es que el señor CTGZ procedió a detener el automotor con miras a recoger un pasajero. Así lo plasmó el policial JHON JAIRO RAMÍREZ, quien en su testimonio señaló que al dialogar con el acusado este le indicó que una persona le había hecho una parada para que lo recogiera y en ese momento sintió el golpe en la parte de atrás de su vehículo.

Ello conlleva a pregonar que efectivamente la buseta se desplazaba por el carril derecho de la vía -ninguna prueba se arrimó en el sentido que lo hiciera por la calzada izquierda-, es decir, por el mismo lugar donde metros atrás lo hacía en su motocicleta el señor CRISTIAN DAVID. Y ante una solicitud de detención que le hizo un individuo al conductor del vehículo de servicio público, este hizo lo propio, aunque contrariando lo que se esperaría de quien ejerce tal actividad, como lo era proceder a estacionarse completamente fuera de la vía previa indicación con señales luminosas de sus direccionales, para ubicarse en la berma, ya que tal maniobra se efectuó pero dentro de la propia calzada derecha -así se aprecia de las fotografías insertas en el informe de tránsito-. A consecuencia de esa maniobra indebida, quien venía detrás colisionó con el rodante al no tener posibilidad alguna de reaccionar, si en cuenta tenemos que el impacto se presentó en la parte central del bómper trasero. Y tal apreciación es contundente como quiera que el motociclista ni siquiera alcanzó a accionar el sistema de frenos porque inexiste huella de frenada que indicara una reacción en tal sentido.

Tal situación motivó al agente de tránsito que atendió el caso a señalar como una posible causa del hecho, el que el conductor de la buseta se detuviera o frenara repentinamente sin causa justificada
, toda vez que para proceder a realizar tal actividad debía buscar una posición de seguridad para no causar ninguna clase de perjuicios a los demás usuarios de la vía, en el entendido que si la intención del señor CTGZ era recoger el ciudadano que solicitaba su servicio, debía obrar de manera segura, situación que no ocurrió en este asunto, porque se repite, pese a que el sitio donde se originó el hecho contaba con una berma que le permitía detener el vehículo sin riesgo alguno, la misma no fue utilizada previa la advertencia de rigor.

En sentir de la Corporación, contrario a lo plasmado por el a quo, la actividad desplegada por el hoy acusado CTGZ fue imprudente porque lo que se aprecia es que la zona donde se registró el suceso se encuentra en buenas condiciones, es una vía recta y por ende tenía la posibilidad de visualizar la presencia de la motocicleta que venía detrás suyo, pero sin tomar las previsiones del caso detuvo su vehículo en plena vía, de forma rápida; actividad que tampoco dejó huellas de frenada en tanto tal detención no podría ser catalogada como de emergencia -la que sí hubiera dejado en el piso una marca-.

Ahora bien, el hecho de que el señor CTGZ hubiera detenido la buseta que conducía sobre la vía y no en la berma del sector, lugar donde se podía haber estacionado sin interferir en la movilidad del motociclista o de los demás vehículos que transitaban a continuación, así en el sitio hubiera poco flujo vehicular, fue un proceder peligroso porque no obstante que allí no existiera señal prohibitiva para detenerse, si la intención del procesado era la de recoger un pasajero en dicho sector, su obligación era realizar esa acción pero en un sitio autorizado, en nuestro caso la berma. 
Lo que se indica es contundente porque el hecho de no existir un paradero debidamente demarcado en esa zona específica, el deber del conductor de la buseta era salirse de la vía hacia la berma donde no había ninguna clase de obstáculo que le impidiera detenerse; no obstante, desafortunadamente, la labor del señor CTGZ fue contraria a lo esperado y decidió detener su vehículo sobre el carril donde metros atrás venía la motocicleta controlada por el CRISTIAN  DAVID  GARCÍA.

Precisamente para evitar situaciones como esta, el Código Nacional de Tránsito consagra una prohibición expresa de hacer paradas repentinas sobre la calzada, concretamente el parágrafo del artículo 66 prescribe textualmente: 

“Ningún conductor deberá frenar intempestivamente y disminuir la velocidad sin cerciorarse que la maniobra no ofrezca peligro”

De lo anterior se infiere, con total contundencia, que el comportamiento asumido por el comprometido CTGZ fue abiertamente antirreglamentario al estacionar el vehículo en un lugar inapropiado, con lo cual creó un riesgo no permitido, y ello amerita el respectivo reproche penal.

Ahora, en relación con el segundo cuestionamiento, esto es, la posible existencia de una culpa exclusiva de la víctima o por el contrario una concurrencia de culpas entre ambos conductores, se tiene lo siguiente:

Como viene de verse, para el Tribunal la actividad desplegada por el piloto de la buseta al detener el rodante en un sitio prohibido fue lo que originó en forma eficiente la colisión presentada, en tanto si el mismo hubiera obrado de manera prudente al salirse completamente del carril, sin efectuar una detención intempestiva, muy seguramente hubiera permitido que el señor CRISTIAN DAVID continuara su recorrido sin percance alguno.

Empero, para la defensa, como igualmente lo fue para el juez a quo, al parecer el exceso de velocidad en el que se desplazaba la víctima en su motocicleta, y el no guardar la distancia mínima de seguridad -20 ms., cuando la velocidad oscila entre 30 y 60 km/h, art. 108 CNT-, se configuró en otra causa eficiente del resultado lesivo.
A ese respecto, lo que corresponde decir es que en efecto el motociclista tampoco obró con el cuidado debido y su proceder igualmente antirreglamentario contribuyó a su propio deceso. Es decir, que no fue una sino que fueron dos las causas o concausas concurrentes hacia el resultado dañoso. Se explica:

Aunque no ingresó a juicio prueba directa que permitiera establecer que el señor CRISTIAN DAVID GARCÍA MONTOYA condujera su motocicleta con exceso de velocidad, es lo cierto que a raíz de los daños ocasionados en los vehículos involucrados y las lesiones que presentó la víctima -fractura de cráneo y de ambas extremidades superiores-, se puede determinar que la velocidad a la que se desplazaba el motociclista era superior a los 50 km/h permitidos para la zona donde ocurrió el siniestro, lugar donde además se observan resaltos virtuales, como situación que indica, como así lo dijo el policial que atendió el caso, que se aproximaba una zona industrial, o para este caso más concretamente una zona escolar, lo que implicaba que la aceleración debía reducirse.
Una tal apreciación no es en realidad una conjetura por parte de la judicatura, porque como bien lo estimó recientemente la Sala de Casación Penal, en el análisis de los desplazamientos viales es aplicable la libertad probatoria, y ese tipo de factores o circunstancias tienen incidencia a la hora de determinar judicialmente la alta o baja velocidad de un rodante. Textualmente se dijo: “[…] ante la ausencia de tarifa legal, la velocidad a la que conducía la enjuiciada puede ser probada válidamente con base en cualquier medio legal […]”

Y a ese efecto téngase presente lo mencionado por el forense encargado de realizar la necropsia médico legal a la víctima, quien si bien fue enfático en señalar que no es perito físico y por ende no puede adentrarse en temas relativos a la velocidad a la que posiblemente se desplazaba el motociclista, refirió que de la cinética del accidente se aprecia que fue un gran impacto amén de las severas lesiones a nivel encefálico y fracturas en antebrazos.
Así las cosas, si bien es evidente que en este asunto no existe dictamen alguno que permita determinar la velocidad a la que se desplazaba en su motocicleta el hoy occiso, de lo vertido en la actuación se desprende que al parecer en ese desplazamiento superaba la velocidad de 50 k/h permitida en la zona.
Así mismo, y como establece el canon 108 CNT, al haber incrementado la velocidad en el sector debía conservar la distancia pertinente, lo que al parecer tampoco cumplió el señor CRISTIAN DAVID, pues muy seguramente de haberlo hecho podría haber efectuado alguna maniobra evasiva para evitar la colisión con el rodante, pero ello tampoco sucedió, precisamente por la cercanía que tenía con la buseta, como situación que motivó al agente de tránsito para indicar en su informe como causa atribuible a este conductor, el no mantener la distancia de seguridad.
De conformidad con todo lo expuesto, el Tribunal puede asegurar que en el asunto en ciernes no se puede pregonar una culpa exclusiva de alguno de los dos conductores involucrados en la escena criminosa, sino una culpa compartida de parte de ambos porque tanto el conductor de la buseta como el motociclista que perdió la vida aportaron imprudencias concurrentes que dieron lugar al resultado antijurídico.
El denominado “concurso de hechos culposos independientes” -diferente a la discutida doctrinariamente “complicidad” en el delito culposo-, tiene ocurrencia cuando varios individuos contribuyen a producir un resultado dañoso sin tener conocimiento de la actividad de los demás, como en el clásico ejemplo de la colisión de dos vehículos, uno en contravía y el otro a exceso de velocidad, con consecuencias de afectaciones mutuas
. Se trata de conductas culposas independientes pero coincidentes, en donde CADA CUAL DEBE RESPONDER POR SU PROPIA CULPA y, por tal razón, ninguna de ellas se compensa, al menos penalmente
.

No obstante su carácter accesorio a la acción penal, la estimación de la responsabilidad civil sí puede verse reducida o compensada parcialmente por el posible incremento del riesgo permitido a raíz de otra conducta irreglamentaria que origina “un mayor daño”. De demostrarse que en realidad se omitieron medidas de protección que ocasionaron un plus en el riesgo propio de la actividad peligrosa, se debe ser consecuente con esa realidad dado que en tales condiciones no sería justo cargar todo el rigor indemnizatorio a uno solo de quienes hicieron su aporte parcial al resultado.

Como lo expresa el artículo 2.357 del Código Civil: “La apreciación del daño está sujeta a la reducción, si el que lo ha sufrido se expuso a él imprudentemente”. Es disposición que debe tenerse en cuenta para la graduación de perjuicios como lo dio a conocer la Corte desde la providencia del 14-12-92, M.P. Dr. Edgar Saavedra Rojas.

Así las cosas, en este asunto tanto el hoy acusado CTGZ como el señor CRISTIAN DAVID GARCÍA MONTOYA, pilotos de los rodantes involucrados, quebrantaron el deber objetivo de cuidado que conlleva el ejercicio de actividades peligrosas como la de conducir vehículos automotores, ello por cuanto ambos infringieron la normativa de tránsito, el primero al detenerse sobre la vía de manera intempestiva sin observar los lineamientos para ello, y el segundo por desplazarse a alta velocidad y al parecer sin guardar la distancia mínima de seguridad.
De lo antes mencionado se concluye que es justo aminorar los rigores de la culpa en cabeza del conductor de la buseta de servicio público a voces de la disposición civil arriba transcrita. Y ese porcentaje de disminución en el monto de los perjuicios para el señor CTGZ será del 50%, lo cual se estima proporcional al grado de concurrencia de culpas y al porcentaje de compensación de carácter civil que el caso amerita. Lo anterior significa que una vez fijada la cuantía del daño y perjuicios en todos sus órdenes dentro del incidente de reparación integral, el señor CTGZ responderá solo por el 50% de lo asignado como contraprestación monetaria a favor de los familiares del occiso. 

Siendo así, a la Corporación le corresponde revocar lo decidido y en su lugar condenar en esos precisos términos al procesado, a cuyo efecto se pasa a dosificar la pena.

Punibilidad

Como se recuerda, al procesado CTGZ se le atribuyó autoría en el punible de homicidio culposo al que se contrae el artículo 109 C.P. De conformidad con lo reglado en los artículos 60 y 61 del mismo estatuto, se procederá a fijar cual es la sanción que corresponde por esa infracción penal.

La pena básica legalmente establecida para el delito de homicidio culposo oscila entre 32 y 108 meses de prisión, y como quiera que de conformidad con el artículo 61 C.P. el sentenciador solo podrá moverse dentro del primer cuarto mínimo cuando no existan atenuantes ni agravantes o concurran únicamente situaciones de atenuación punitiva, y en este caso se sabe que no concurren circunstancias de mayor punibilidad y el acusado carece de antecedentes penales, se estima procedente ubicarse en el primer cuarto mínimo de movilidad
, por lo cual la pena a imponer será de 32 meses de prisión.

También debe sancionarse al condenado con la pena pecuniaria de multa, que oscila entre 26.66 y 150 s.m.l.mv. De ese modo, y siguiendo idéntico derrotero al empleado para calcular la pena privativa de la libertad, se impondrá pena de multa equivalente a 26.66 s.m.l.m.v. a favor del Consejo Superior de la Judicatura.

En lo que hace con las sanciones accesorias, la de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas será por el mismo lapso de la pena privativa de la libertad, mientras la privación del derecho a conducir vehículos automotores se impone por el término de cuarenta y ocho (48) meses que corresponde a la pena mínima a que alude el inciso 2°, art. 109 C.P.

Subrogado

Al ser la pena imponible inferior  a los cuatro años de prisión y en atención al delito objeto de juzgamiento, se le concederá al sentenciado la suspensión de la ejecución condicional de la pena, para lo cual deberá prestar caución juratoria, en la que se comprometa a cumplir con las exigencias a que alude el canon 65 C.P. por un período de prueba de dos (2) años.
De la doble conformidad

Si bien en principio esta Sala era del criterio que cuando se revocaba un fallo absolutorio de primera instancia y en su lugar se declaraba la responsabilidad penal del acusado, se debía dar aplicación al tercer inciso del artículo 176 del CPP, en lo relativo al recurso de apelación que eventualmente podía ser interpuesto contra esa decisión, y en consecuencia se debía cumplir el trámite previsto en el artículo 179 ibídem, modificado por el artículo 91 de la ley 1395 de 2010. Ello en consideración al precedente contenido en la sentencia C- 792 del 29 de octubre de 2014 de la Corte Constitucional. 

Tal criterio fue modificado por la mayoría de los magistrados que integramos esta Corporación -con excepción del Dr. MANUEL YARZAGARAY BANDERA-, en atención a lo dispuesto por la H. Corte Suprema de Justicia Sala Penal en providencias  48012 de julio 12 de 2016 y 47716 de diciembre de 2017, entre otras, razón por la cual solo se concedió de ahí en adelante el recurso extraordinario de casación frente a la primera sentencia de condena que en segunda instancia se profiriera por parte de este Tribunal.

Esa posición mayoritaria se ha mantenido hasta la fecha. No obstante, a la hora de ahora y con ocasión de un reciente fallo del órgano de cierre en materia penal, nos referimos a la sentencia 44564 de diciembre 05 de 2018, por medio de la cual se estableció que el procesado tenía derecho a impugnar la primera sentencia condenatoria, entiende el Tribunal que se ha presentado un giro en la línea jurisprudencial que al respecto se tenía. Así lo entendemos porque en esta decisión la Corte expresó:

“El derecho a impugnar la primera sentencia condenatoria (art. 235 incs. 2º y 7º de la Constitución, modificados por el A.L. 01 de 2018), más que un asunto de estructura, es una garantía instituida a favor de quien es declarado penalmente responsable, al margen de la instancia en que es condenado; de esa manera, se pretende que la presunción de inocencia que cobija a toda persona deba pasar por un doble filtro -ordinario- de revisión, antes de ser desvirtuada mediante declaratoria judicial. 

Ello muestra que, para el constituyente, el mecanismo de impugnación está atado a la sentencia de naturaleza condenatoria. El derecho a impugnar el primer fallo de condena es una protección reforzada al derecho fundamental a la presunción de inocencia, concretado en la garantía de la doble conformidad, igualmente prevista en el art. 15-5 del P.I.D.C.P...”  -negrillas fuera de texto-
En el referido fallo dictado en sede de casación se activó el ejercicio de la impugnación especial por medio de un procedimiento transitorio -cuyo trámite a seguir quedó igualmente establecido-, y se señaló igualmente que esa garantía opera a favor de quien es declarado responsable “al margen la instancia en que fue condenado”, lo que da entender que el mismo sería aplicable a casos como el presente, donde se ha revocado la sentencia absolutoria de primera instancia que se dictó para el comprometido CTGZ, por lo cual se considera que en el caso sub examen la defensa del procesado estaría habilitada para interponer el recurso de apelación especial contra la determinación adoptada por esta Colegiatura, tal como se dispondrá en la parte resolutiva de esta providencia.
En consecuencia, de interponerse el recurso de apelación contra el fallo adoptado por esta Sala en segunda instancia, se dará aplicación a lo dispuesto en el artículo 179 del C.P.P., en lo relativo al trámite; esto es, que la parte interesada deberá sustentarlo bien oralmente dentro de este mismo acto público, o dentro de los cinco (5) días siguientes por escrito, en cuyo caso posteriormente las partes no recurrentes tendrán a su disposición el expediente por otros cinco (5) días. 

De no interponerse la apelación en esta instancia por la parte legitimada para hacerlo, se dará trámite al recurso extraordinario de casación dentro del término de ley.
Aclaración de voto

Finalmente en atención a que el magistrado Manuel Yarzagaray Bandera manifestó su inconformidad en relación con la disminución en el monto de los perjuicios que deberá sufragar el sentenciado con ocasión de la culpa compartida, al considerar que ese porcentaje no debería ser establecido en este fallo de condena sino por el juez de primer grado al momento del debate en el incidente de reparación integral, procederá a aclarar su voto en tal sentido.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA 

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia absolutoria proferida por Juzgado Sexto Penal del Circuito con función de conocimiento de Pereira (Rda.), objeto de apelación.

SEGUNDO: SE CONDENA al señor CTGZ como autor material responsable del punible de homicidio culposo donde fue víctima el señor CRISTIAN DAVID GARCÍA MONTOYA, acorde con los cargos formulados por la Fiscalía General de la Nación según hecho de tránsito registrado en las circunstancias de tiempo, modo y lugar ya conocidas, a la pena principal privativa de la libertad de treinta y dos (32) meses de prisión y multa por valor de veintiséis punto sesenta y seis (26.66) salarios mínimos legales mensuales vigentes a favor del Consejo Superior de la Judicatura. 

TERCERO: SE CONDENA al mismo procesado a las penas accesorias de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un lapso igual al de la pena principal; y de privación del derecho a conducir vehículos automotores por el término de cuarenta y ocho (48) meses. 

CUARTO: SE DECLARA que el justiciable tiene derecho al subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, previa suscripción de acta de compromiso bajo caución juratoria por un período de prueba de dos (2) años.
QUINTO: Para el adelantamiento del incidente de reparación de perjuicios se dará aplicación a lo normado en el artículo 102 de la Ley 906 de 2004, modificado por el artículo 86 de la Ley 1395 de 2010.

SEXTO: SE DISPONE que al momento de tasar los perjuicios dentro del incidente de reparación integral, el monto total de los mismos se reducirá en un 50% por concurrir culpa de la víctima CRISTIAN DAVID GARCÍA MONTOYA en el resultado, de conformidad con lo expuesto en el cuerpo motivo de esta providencia. 

SÉPTIMO: Comuníquese esta determinación a las autoridades a las cuales se refiere el artículo 166 C.P.P. 

OCTAVO: Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella proceden los recursos de apelación especial y de casación, conforme a lo explicado en la parte motiva de esta providencia, que deberán interponerse dentro del término legal.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

-con aclaración de voto-

� Diferente sería el análisis del caso si esa frenada intempestiva se diera por justa causa, como por ejemplo para evitar arrollar al peatón que ingresa a la vía en forma sorpresiva, en cuyo caso el proceder de quien así obra no sería reprochable, y la culpa se trasladaría ahí sí de manera exclusiva al que transita por la parte posterior sin guardar la distancia reglamentaria.


� CSJ, SPA, rad 52485, septiembre 26 de 2018


� Ejemplo dado por el maestro REYES ECHANDÍA, Alfonso, en su obra La Culpabilidad, pgs. 132 y 133.


� Cfr. BARRERA DOMÍNGUEZ, Humberto, Delitos contra la Vida y la Integridad Personal, pgs. 142,143 y 146.


� Los cuartos de movilidad quedarían así: primer cuarto mínimo de 32 meses a 51 meses; primer cuarto medio de 51 meses, 1 día a 70 meses; segundo cuarto medio de 70 meses, 1 día a 89 meses, y cuarto máximo de 89 meses, 1 día a 108 meses.
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